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Asunto: Radicación: 21-124941 
 Trámite: 

Evento:                  
113 
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 Actuación: 440 
   

 
 

Respetado(a) Señor (a):  
 

[Datos personales eliminados en virtud de la Ley 1581 de 2012]  
 
 
Reciba cordial saludo. 

 
De conformidad con lo previsto en el artículo 28 de la Ley 1755 de 2015, “por medio de la 
cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, fundamento jurídico sobre 
el cual se funda la consulta objeto de la solicitud, procede la Superintendencia de Industria 
y Comercio a emitir un pronunciamiento, en los términos que a continuación se pasan a 
exponer: 

 
1. OBJETO DE LA CONSULTA 

 
Atendiendo a la solicitud por usted radicada ante esta Entidad a través de comunicación de 
fecha 24 de marzo de 2021, con radicado No. 21-124941, en la que señala lo siguiente: 

 

“el motivo de este es solicitar de manera comedida los tramites y la documentación que debo 
realizar y las características que debe tener un sitio web para poder realizar subastas de 
equipos médicos nuevos y de segunda mano.” 

 

Nos permitimos realizar las siguientes precisiones: 
 

2. CUESTION PREVIA 

 
Reviste de gran importancia precisar en primer lugar que la Superintendencia de Industria 
y Comercio a través de su Oficina Asesora Jurídica no le asiste la facultad de dirimir 
situaciones de carácter particular, debido a que, una lectura en tal sentido, implicaría la 
flagrante vulneración del debido proceso como garantía constitucional. 
 
 
 
 



 
Al respecto, la Corte Constitucional ha establecido en la Sentencia C-542 de 2005: 

 
“Los conceptos emitidos por las entidades en respuesta a un derecho de petición de 
consulta no constituyen interpretaciones autorizadas de la ley o de un acto administrativo. 
No pueden reemplazar un acto administrativo. Dada la naturaleza misma de los 
conceptos, ellos se equiparan a opiniones, a consejos, a pautas de acción, a puntos de 
vista, a recomendaciones que emite la administración pero que dejan al administrado en 
libertad para seguirlos o no”. 

 
En similar sentido, el Consejo de Estado se ha pronunciado sobre la naturaleza de los 
conceptos así: “Como todo pronunciamiento no obligatorio jurídicamente, se trata de una 
opinión o apreciación que no es capaz de tener un efecto jurídico directo sobre el asunto de 
que trata, pues solo sirve para orientar a quien hace la consulta (…).1” 

 
En consecuencia, no le corresponde a esta Entidad pronunciarse sobre aspectos específicos, 
sin embargo, se le suministraran las herramientas que le proporcionen una ayuda en la 
solución de su inquietud. 

 
3. FACULTADES DE LA SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 

 
De acuerdo con las atribuciones conferidas por mandato legal a esta Superintendencia, en 
particular por el Decreto 4886 de 2011, corresponde a esta entidad, entre otras funciones, 
velar por el cumplimiento de las normas sobre protección al consumidor, protección de la 
competencia, protección de datos personales, administrar el sistema nacional de la 
propiedad industrial, así como tramitar y decidir los asuntos relacionados con la misma, y 
conocer y decidir los asuntos jurisdiccionales en materia de protección al consumidor, 
competencia desleal y propiedad industrial. 

 

4. FACULTADES DE LA SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO EN 

MATERIA DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 

 

De acuerdo con el Decreto 4886 de 2011, la Superintendencia de Industria y Comercio en 
materia de protección al consumidor cuenta con las siguientes funciones: 

 

• Velar por el cumplimiento de las normas sobre protección al consumidor, en particular, las 

contenidas en la Ley 1480 de 2011 y las demás que regulan los temas concernientes a la 

calidad, la idoneidad y las garantías de los bienes y servicios, así como por la verificación 

de la responsabilidad por el incumplimiento de las normas sobre información veraz y 

suficiente e indicación pública de precios, fijar términos de garantía, entre otras. 

 

• Vigilar, en los términos establecidos en la ley, la observancia de las disposiciones sobre 

protección a suscriptores, usuarios y consumidores de los servicios de 

telecomunicaciones. 
 

1 C.E., Secc. Primera, Sentencia del 7 de junio de 2007, Sent. 2006-00120, jun.7/2007. Citada en: C. Const., Sent.C-951 de 2014. M.P. 
María Victoria Sáchica Méndez 



 
 

• Velar por el cumplimiento de los reglamentos técnicos sometidos a su vigilancia y control. 

 

• Vigilar a los operadores y fuentes de información financiera, crediticia, comercial y de 

servicios y la proveniente de terceros países con idéntica naturaleza, conforme a la ley de 

Habeas Data (Ley 1266 de 2008). 

 

• En facultades jurisdiccionales puede conocer y decidir los asuntos de protección del 

consumidor contenidos en el Art. 145 de la Ley 446 de 1998. 

 
5. INFORMACIÓN QUE SE DEBE BRINDAR A LOS CONSUMIDORES 

 
La Ley 1480 de 2011 - Estatuto del Consumidor - constituye el marco general de las 
disposiciones aplicables a las relaciones de consumo, las cuales se presentan en relación 
con quienes adquieren un bien o servicio para satisfacer una necesidad propia, privada, 
familiar o empresarial que no esté ligada intrínsecamente con su actividad económica.2 

 
El artículo 23 de la Ley 1480 de 2011 establece la obligación de suministrar cierta 
información a los consumidores: 

 
"INFORMACIÓN MÍNIMA Y RESPONSABILIDAD. Los proveedores y productores 
deberán suministrar a los consumidores información, clara, veraz, suficiente, oportuna, 
verificable, comprensible, precisa e idónea sobre los productos que ofrezcan y, sin 
perjuicio de lo señalado para los productos defectuosos, serán responsables de todo 
daño que sea consecuencia de la inadecuada o insuficiente información. En todos los 
casos la información mínima debe estar en castellano. 

 
PARÁGRAFO. Salvo aquellas transacciones y productos que estén sujetos a mediciones 
o calibraciones obligatorias dispuestas por una norma legal o de regulación técnica 
metrológica, respecto de la suficiencia o cantidad, se consideran admisibles las mermas 
en relación con el peso o volumen informado en productos que por su naturaleza puedan 
sufrir dichas variaciones. 

 

Cuando en los contratos de seguros la compañía aseguradora modifique el valor 
asegurado contractualmente, de manera unilateral, tendrá que notificar al asegurado y 
proceder al reajuste de la prima, dentro de los treinta (30) días siguientes." 

 
La norma genera la obligación de entregar información a los consumidores en todos los 
casos, por lo cual se le debe garantizar el acceso a la información antes y después de la 
relación de consumo. Dicha información debe ser clara, veraz, suficiente, oportuna, 
verificable, comprensible, precisa e idónea, esto encaminado a que los consumidores 
dispongan de todos los instrumentos necesarios que le hagan posible la decisión de compra 
contando con una ilustración mínima. 

 
 

2 L. 1480/ 2011, art. 5, núm. 3. 



 

 

Así mismo, la Ley 1480 de 2011 en su artículo 24, establece cuál es el contenido de la 
información mínima a suministrar a los consumidores: 

 
"CONTENIDO DE LA INFORMACIÓN. La información mínima comprenderá: 

 
1. Sin perjuicio de las reglamentaciones especiales, como mínimo el productor debe 
suministrar la siguiente información: 

 
1.1 Las instrucciones para el correcto uso o consumo, conservación e instalación del 
producto o utilización del servicio; 

 
1.2 Cantidad, peso o volumen, en el evento de ser aplicable; Las unidades utilizadas 
deberán corresponder a las establecidas en el Sistema Internacional de Unidades o a las 
unidades acostumbradas de medida de conformidad con lo dispuesto en esta ley; 

 
1.3 La fecha de vencimiento cuando ello fuere pertinente. Tratándose de productos 
perecederos, se indicará claramente y sin alteración de ninguna índole, la fecha de su 
expiración en sus etiquetas, envases o empaques, en forma acorde con su tamaño y 
presentación. El Gobierno reglamentará la materia. 

 

1.4 Las especificaciones del bien o servicio. Cuando la autoridad competente exija 
especificaciones técnicas particulares, estas deberán contenerse en la información 
mínima. 

 
2 Información que debe suministrar el proveedor: 

 

2.1 La relativa a las garantías que asisten al consumidor o usuario; 
 

2.2 El precio, atendiendo las disposiciones contenidas en esta ley. 
 

En el caso de los subnumerales 1.1., 1.2. y 1.3 de este artículo, el proveedor está 
obligado a verificar la existencia de los mismos al momento de poner en circulación los 
productos en el mercado. 

 
PARÁGRAFO. El productor o el proveedor solo podrá exonerarse de responsabilidad 
cuando demuestre fuerza mayor, caso fortuito o que la información fue adulterada o 
suplantada sin que se hubiera podido evitar la adulteración o suplantación." 

 
Para efectos del cumplimiento de las citadas disposiciones, el Capítulo Segundo del Título II 
de la Circular Única de la Superintendencia de Industria y Comercio, establece: 

 
"(...) las marcas, leyendas, propagandas comerciales y, en general, toda la publicidad e 
información que se suministre al consumidor sobre los componentes, propiedades, 
naturaleza, origen, modo de fabricación, usos, volumen, peso o medida, precios, forma 
de empleo, características, calidad, idoneidad y cantidad de los productos o servicios 
promovidos y de los incentivos ofrecidos, debe ser cierta, comprobable, suficiente y no 



 

 
debe inducir o poder inducir a error al consumidor sobre la actividad, productos y 
servicios y establecimientos." 3 

 
De acuerdo con lo anterior, si la información que se brinda a los consumidores no cumple 
con los requisitos exigidos por la ley, habrá lugar a responsabilidad por parte del productor o 
proveedor a favor del consumidor, tal y como lo ha analizado la doctrina: 

 
"En consecuencia, si la información que se suministra a los consumidores y usuarios 
resulta engañosa o insuficiente, por no ser cierta, completa, no ser comprobable, clara 
(esto es, por no ser legible a simple vista, por ejemplo), comprensible, precisa o idónea, 
el productor y el proveedor serán responsables de los daños que causen a sus 
consumidores y usuarios. Inclusive, la información falsa o insuficiente, podrá hacerlos 
responsables por los daños al medio ambiente, cuando estos se deriven de la 
inadecuada disposición de sus productos por parte de consumidores o usuarios por falta 
de información adecuada. Debe recordarse que al tener que ser verificable corresponde 
al productor o expendedor la carga de prueba de la certeza de información."4 

 
6. INFORMACIÓN EN COMERCIO ELECTRÓNICO 

 
La Ley 1480 de 2011 contiene una protección especial para los consumidores que adquieren 
bienes y servicios a través de comercio electrónico. 

 
El artículo 49 de la Ley 1480 de 2011 establece, qué se debe entender por comercio 
electrónico para efectos del derecho del consumo: 

 
“(…) se entenderá por comercio electrónico la realización de actos, negocios u 
operaciones mercantiles concertados a través del intercambio de mensajes de datos 
telemáticamente cursados entre proveedores y los consumidores para la comercialización 
de productos y servicios.” 

 

El comercio electrónico consiste en la realización de actos, negocios u operaciones 
mercantiles tendientes a la compra de bienes y servicios a través del intercambio de 
mensajes de datos, es decir, la utilización de medios electrónicos, ópticos o similares como 
internet, correo electrónico, telefax, etc. 

 
Por su parte, el artículo 50 de la Ley 1480 de 2011 dispone las siguientes obligaciones a los 
proveedores y expendedores que ofrezcan bienes y servicios utilizando medios electrónicos: 

 
“Sin perjuicio de las demás obligaciones establecidas en la presente ley, los proveedores 
y expendedores ubicados en el territorio nacional que ofrezcan productos utilizando 
medios electrónicos, deberán: 

 
 

 

3 Circ. Única SIC, Tít. II, Cap. Segundo, Núm. 2.1. 

4 Giraldo López Alejandro, Caycedo Espinel Carlos Germán y Madriñán Rivera Ramón Eduardo. Comentarios al Nuevo Estatuto del Consumidor. 
Primera Edición. Legis, 2012, p. 77. 



 

 
a) Informar en todo momento de forma cierta, fidedigna, suficiente, clara, accesible y 
actualizada su identidad especificando su nombre o razón social, Número de 
Identificación Tributaria (NIT), dirección de notificación judicial, teléfono, correo 
electrónico y demás datos de contacto. 

 
b) Suministrar en todo momento información cierta, fidedigna, suficiente, clara y 
actualizada respecto de los productos que ofrezcan. En especial, deberán indicar sus 
características y propiedades tales como el tamaño, el peso, la medida, el material del 
que está fabricado, su naturaleza, el origen, el modo de fabricación, los componentes, los 
usos, la forma de empleo, las propiedades, la calidad, la idoneidad, la cantidad, o 
cualquier otro factor pertinente, independientemente que se acompañen de imágenes, de 
tal forma que el consumidor pueda hacerse una representación lo más aproximada a la 
realidad del producto. 

 
También se deberá indicar el plazo de validez de la oferta y la disponibilidad del producto. 
En los contratos de tracto sucesivo, se deberá informar su duración mínima. 

 

Cuando la publicidad del bien incluya imágenes o gráficos del mismo, se deberá indicar 
en qué escala está elaborada dicha representación. 

 

c) Informar, en el medio de comercio electrónico utilizado, los medios de que disponen 
para realizar los pagos, el tiempo de entrega del bien o la prestación del servicio, el 
derecho de retracto que le asiste al consumidor y el procedimiento para ejercerlo, y 
cualquier otra información relevante para que el consumidor pueda adoptar una decisión 
de compra libremente y sin ser inducido en error. 

 
Igualmente deberá informar el precio total del producto incluyendo todos los impuestos, 
costos y gastos que deba pagar el consumidor para adquirirlo. En caso de ser 
procedente, se debe informar adecuadamente y por separado los gastos de envío. 

 

d) Publicar en el mismo medio y en todo momento, las condiciones generales de sus 
contratos, que sean fácilmente accesibles y disponibles para su consulta, impresión y 
descarga, antes y después de realizada la transacción, así no se haya expresado la 
intención de contratar. 

 
Previamente a la finalización o terminación de cualquier transacción de comercio 
electrónico, el proveedor o expendedor deberá presentar al consumidor un resumen del 
pedido de todos los bienes que pretende adquirir con su descripción completa, el precio 
individual de cada uno de ellos, el precio total de los bienes o servicios y, de ser 
aplicable, los costos y gastos adicionales que deba pagar por envío o por cualquier otro 
concepto y la sumatoria total que deba cancelar. Este resumen tiene como fin que el 
consumidor pueda verificar que la operación refleje su intención de adquisición de los 
productos o servicios ofrecidos y las demás condiciones, y de ser su deseo, hacer las 
correcciones que considere necesarias o la cancelación de la transacción. Este resumen 
deberá estar disponible para su impresión y/o descarga. 

 
La aceptación de la transacción por parte del consumidor deberá ser expresa, inequívoca 
y verificable por la autoridad competente. El consumidor debe tener el derecho de 
cancelar la transacción hasta antes de concluirla. 



 

 
Concluida la transacción, el proveedor y expendedor deberá remitir, a más tardar el día 
calendario siguiente de efectuado el pedido, un acuse de recibo del mismo, con 
información precisa del tiempo de entrega, precio exacto, incluyendo los impuestos, 
gastos de envío y la forma en que se realizó el pago. 

 
Queda prohibida cualquier disposición contractual en la que se presuma la voluntad del 
consumidor o que su silencio se considere como consentimiento, cuando de esta se 
deriven erogaciones u obligaciones a su cargo. 

 
e) Mantener en mecanismos de soporte duradero la prueba de la relación comercial, en 
especial de la identidad plena del consumidor, su voluntad expresa de contratar, de la 
forma en que se realizó el pago y la entrega real y efectiva de los bienes o servicios 
adquiridos, de tal forma que garantice la integridad y autenticidad de la información y que 
sea verificable por la autoridad competente, por el mismo tiempo que se deben guardar 
los documentos de comercio. 

 
f) Adoptar mecanismos de seguridad apropiados y confiables que garanticen la 
protección de la información personal del consumidor y de la transacción misma. El 
proveedor será responsable por las fallas en la seguridad de las transacciones realizadas 
por los medios por él dispuestos, sean propios o ajenos. 

 

Cuando el proveedor o expendedor dé a conocer su membrecía o afiliación en algún 
esquema relevante de autorregulación, asociación empresarial, organización para 
resolución de disputas u otro organismo de certificación, deberá proporcionar a los 
consumidores un método sencillo para verificar dicha información, así como detalles 
apropiados para contactar con dichos organismos, y en su caso, tener acceso a los 
códigos y prácticas relevantes aplicados por el organismo de certificación. 

 

g) Disponer en el mismo medio en que realiza comercio electrónico, de mecanismos para 
que el consumidor pueda radicar sus peticiones, quejas o reclamos, de tal forma que le 
quede constancia de la fecha y hora de la radicación, incluyendo un mecanismo para su 
posterior seguimiento. 

 
h) Salvo pacto en contrario, el proveedor deberá haber entregado el pedido a más tardar 
en el plazo de treinta (30) días calendario a partir del día siguiente a aquel en que el 
consumidor le haya comunicado su pedido. 

 

En caso de no encontrarse disponible el producto objeto del pedido, el consumidor 
deberá ser informado de esta falta de disponibilidad de forma inmediata. 

 

En caso de que la entrega del pedido supere los treinta (30) días calendario o que no 
haya disponible el producto adquirido, el consumidor podrá resolver o terminar, según el 
caso, el contrato unilateralmente y obtener la devolución de todas las sumas pagadas sin 
que haya lugar a retención o descuento alguno. La devolución deberá hacerse efectiva en 
un plazo máximo de treinta (30) días calendario. 

 
Parágrafo. El proveedor deberá establecer en el medio de comercio electrónico utilizado, 
un enlace visible, fácilmente identificable, que le permita al consumidor ingresar a la 
página de la autoridad de protección al consumidor de Colombia.” 



 

 

El artículo 50 impone a quienes comercializan productos o servicios a través de comercio 
electrónico una serie de obligaciones, que se orientan a que el consumidor tome decisiones 
de manera informada, especialmente en relación con el ejercicio de sus derechos y la 
seguridad de la información personal del consumidor. 

 
En relación con esta normativa, el Dr. Juan Carlos Villalba Cuellar en su libro "Introducción al 
Derecho del Consumo", señala: 

 
"...El artículo 50 consagra unos deberes especiales a cargo de los productores y 
proveedores en el comercio electrónico entre los cuales merece destacarse: a) 
Acentuación del deber de información a cargo del productor y proveedor sobre las 
mercancías o servicios en venta, cuando el ofrecimiento se acompañe de imágenes o no, 
encaminada a que el consumidor pueda hacerse una idea lo más aproximada a la 
realidad de los mismos, b) Información sobre todas las características del contrato, medio 
de pago, entrega, plazos, derecho de retracto, y en general toda información relevante, c) 
Obligación de publicar el contenido del contrato a condiciones generales, d) Obligación 
adicional de presentar un resumen del pedido con indicación de los bienes y precios para 
que consumidor pueda verificar que corresponde a lo querido y dar su aprobación, e) 
Obligación de presentar al consumidor a más tardar al día siguiente un acuse de recibo 
del pedido, f) Conservar los soportes y pruebas de la transacciones realizadas con los 
consumidores a fin de poder probar ante los organismos de control la conformidad de las 
mismas e) Adoptar mecanismos de seguridad para proteger la información del 
consumidor y la seguridad de la transacción, entre otras enunciadas en el texto extenso 
del artículo..." 

 

7. CONSIDERACIONES FINALES EN TORNO A LA CONSULTA PRESENTADA 

 
En línea con lo anterior, y teniendo en cuenta que a este punto se ha logrado la exposición 
de las consideraciones de orden legal, jurisprudencial y doctrinal, en el marco de los 
interrogantes planteados en la solicitud formulada, nos permitimos manifestar: 

 
La norma genera la obligación de entregar información a los consumidores en todos los 
casos, por lo cual se le debe garantizar el acceso a la información antes y después de la 
relación de consumo. Dicha información debe ser clara, veraz, suficiente, oportuna, 
verificable, comprensible, precisa e idónea, esto encaminado a que los consumidores 
dispongan de todos los instrumentos necesarios que le hagan posible la decisión de compra 
contando con una ilustración mínima. 

 
La Ley 1480 de 2011 contiene una protección especial para los consumidores que adquieren 
bienes y servicios a través de comercio electrónico. En tal sentido, el artículo 50 de la Ley 
1480 de 2011, imponen a quienes comercializan productos o servicios a través de comercio 
electrónico unas obligaciones adicionales, entre las cuáles el literal b) dispone: "b) 
Suministrar en todo momento información cierta, fidedigna, suficiente, clara y actualizada 
respecto de los productos que ofrezcan. En especial, deberán indicar sus características y 
propiedades tales como el tamaño, el peso, la medida, el material del que está fabricado, su 
naturaleza, el origen, el modo de fabricación, los componentes, los usos, la forma de empleo, 



 

 

las propiedades, la calidad, la idoneidad, la cantidad, o cualquier otro factor pertinente, 
independientemente que se acompañen de imágenes, de tal forma que el consumidor pueda 
hacerse una representación lo más aproximada a la realidad del producto." 

 
Ahora bien, en atención al tema objeto de su consulta, es preciso señalar que, de 
conformidad con las atribuciones conferidas a esta Entidad, por el Decreto 4886 de 2011, no 
existe regulación referida a las "subastas por internet", en materia de protección del 
consumidor. No obstante, la competencia de la Superintendencia de Industria y Comercio en 
materia de protección al consumidor, se relaciona con las disposiciones contenidas en la Ley 
1480 de 2011 -Estatuto del Consumidor- por el cual se dictan normas relativas a la calidad, la 
idoneidad, las garantías, las marcas, las leyendas, las propagandas, la fijación pública de 
precios de los bienes y servicios y la responsabilidad de sus productores y proveedores; por 
lo tanto, para la comercialización de bienes y servicios se deberán tener en cuenta las 
disposiciones en ella contenidas. 

 
Finalmente le informamos que algunos conceptos de interés general emitidos por la Oficina 
Jurídica, así como las resoluciones y circulares proferidas por esta Superintendencia, las 
puede consultar en nuestra página web https://www.sic.gov.co/Doctrina-1 

 

En la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Industria y Comercio estamos 
comprometidos con nuestros usuarios para hacer de la atención una experiencia de calidad. 
Por tal razón le invitamos a evaluar nuestra gestión a través del siguiente link 
http://www.encuestar.com.co/index.php/2100?lang=esQ% 

 

En ese orden de ideas, esperamos haber atendido satisfactoriamente su consulta, 
reiterándole que la misma se expone bajo los parámetros del artículo 28 de la Ley 1437 de 
2011, esto es, bajo el entendido que la misma no compromete la responsabilidad de esta 
Superintendencia ni resulta de obligatorio cumplimiento ni ejecución. 

 
Atentamente, 

 

 

 

JAZMÍN ROCÍO SOACHA PEDRAZA 
JEFE OFICINA ASESORA JURÍDICA 

Elaboró: xxxxxx 
 Revisó: Rocío Soacha 
Aprobó: Rocío Soacha 
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